Responsabilidad por error judicial

Reg: 284

Fol: 1506

En la ciudad de Dolores, a los      27           días del mes de noviembre del año dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa nº 85.402, cara- tulada:"ROJAS, MARIO N. C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 de la Const. Pcial.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie.- 

      El Tribunal resolvió plantear y votar la si-guiente:

--------------------C U E S T I O N -----------------

      ¿Es justa la sentencia apelada?

--------------------V O T A C I O N -------------------

------A LA CUESTION PLANTEADA EL DR. HANKOVITS DIJO:--

      I. Dictó sentencia la juez de primera instancia a fs.  182/197, rechazando la demanda promovida por Mario Nazareno Rojas contra la Provincia de Buenos Aires, e 

impuso las costas a la parte actora.

                                                 //////

//////Para así resolver estimó que no se hallaban configurados los presupuestos para responsabilizar a la demandada, tanto en orden al proceder del personal poli cial que derivó en la prisión preventiva del actor, como por el error judicial en que se habría incurrido.

Sostuvo –en orden a la primera cuestión- que, si bien se encontraría acreditado el daño como presupuesto de la responsabilidad (perjuicios por la privación de la libertad), no se halla probado la antijuricidad, la relación de causalidad ni la imputabilidad. En este sentido afirmó que, la actora en forma genérica men- cionó el accionar malicioso de la Policía de la provincia, empero de las actuaciones penales sólo se observa una conducta del servicio policial desarrollada conforme a derecho y como auxiliar del Juez natural del proceso que es quien, en definitiva, decide la deten- ción del imputado.

      Consideró que, en modo alguno puede inferirse de la prueba rendida que exista una disconformidad entre la conducta obrada por la policía, y la debida por ésta en el ejercicio regular de sus funciones. Agregó que, /

                                                 //////

//////en la instrucción de la causa, el personal poli- cial ha actuado como auxiliar del Juez, no se ha proba- do de manera alguna que hubiese prefabricado pruebas, ni que los agentes y funcionarios integrantes de la Policía Bonaerense hubieren llevado adelante la inves- tigación por carriles equivocados, y que -por dicha razón- se dispusiere una detención merced a su irregu- lar proceder.

      Desestimó también la demanda en cuanto fuera dirigida contra la Provincia de Buenos Aires en orden al error judicial denunciado, sosteniendo con apoyo en jurisprudencia de la Corte Suprema Nacional y de la Suprema Corte Provincial, que no procede la acción de daños y perjuicios por la prisión preventiva sufrida por quien fue finalmente absuelto.

      Señaló en relación a ello, en prieta síntesis, que en el auto de prisión preventiva obrante en la causa penal a fs. 190/195, confirmado por la Cámara al ser planteado el recurso de habeas corpus, el juez tuvo por configurados la semiplena prueba y los indicios vehementes como requisitos para el dictado del mismo.

                                                 /////

//////Afirmó que, frente a la prórroga de la prisión preventiva, la Cámara confirmó dicho auto por la gravedad y complejidad del ilícito y la realización de diversas y complejas pericias y tramite recursivo extraordinario ante la Casación. 

      Y recordó que, la libertad del imputado se produ- ce no como producto de la absolución, sino por el dictado de un sobreseimiento provisional peticionado por el Fiscal al no existir luego de un proceso regu- lar, mérito suficiente para producir la acusación del imputado.

      En definitiva, desestimó la demanda incoada, con expresa imposición de costas a la actora vencida, difi- riéndose la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para la oportunidad en que quede firme su sentencia.

      II. Tal decisión fue apelada a fs. 198 por el actor, quien expresa sus agravios a fs. 205/211. Por su parte, la demandada rebate los argumentos expuestos a través del escrito de fs. 214/215.

      Sostiene el recurrente que la repulsa de la pre-

                                                 /////

//////tensión ejercitada contra el Estado provincial es injusta, porque existen sobrados motivos para conside- rar producido el funcionamiento irregular del servicio de justicia, que se configura a partir del manteni- miento de una medida coercitiva que si bien respetó los requisitos legales para su dictado, se prolongó injus- tamente, toda vez que a los tres meses el manto de sospecha que recaía sobre el actor habría desaparecido como consecuencia del resultado arrojado por la prueba de ADN realizada, que lo desvinculaba plenamente como autor.

      Enfatiza que si bien es aceptable que la vida en comunidad imponga a los individuos ciertos sacrificios en beneficio de aquélla, también es propio de un Estado de derecho que esos sacrificios sean debidamente compen sados cuando causaron un daño injusto.

      Tales son, en prieta síntesis, las quejas desarro lladas por el recurrente.

      III.- Que el actor reclamó los daños y perjuicios derivados de la privación de su libertad ambulatoria. Pero, sostuvo su pretensión en dos hechos diferentes: 

                                                 /////

//////la privación ilegítima de su libertad por parte de efectivos de la Policía de la Provincia de Buenos Aires en el ejercicio irregular de sus funciones, y en lo prolongado de la prisión preventiva en un proceso que concluyó sin condena.

      IV.- Que, fundando su queja el impugnante ante esta Alzada sólo en lo innecesario del mantenimiento de la prisión preventiva, ha dejado incólume el rechazo de la demanda en tanto perseguía responsabilizar al Estado por la actuación de su personal policial. De este modo, sólo corresponde examinar el agravio dirigido a cues- tionar el rechazo de la pretensión en tanto se dirigió a evidenciar la existencia de un error judicial (art. 272 del CPCC).

      V) Que, en dichas condiciones, la primera tarea que cabe acometer para la solución de la causa consiste en identificar con precisión las circunstancias del caso pues, en mi opinión, el decisorio de primera ins- tancia las ha desplazado en gran medida hacia un anda- rivel diverso del planteado en la demanda y mantenido en el recurso. 

                                                 //////

//////En efecto, se ha elaborado el pronunciamiento teniendo en mira un supuesto de reclamo indemnizatorio basado en los presuntos daños que habría generado una prisión preventiva a la postre dejada sin efecto en virtud del sobreseimiento provisional. 

      Es claro que en ese marco la pretensión no podría tener andamiento (conf. los precedentes citados por la magistrada). Es que, como toda medida precautoria la prisión preventiva emerge de la ponderación provisional de un conjunto de elementos que, prima facie, conforman semiplena prueba o indicios vehementes para creer que el afectado es responsable del hecho delictivo que se le endilga (art. 183 y 184, C.P.P.). La apreciación que en el estadio respectivo formula el juez penal no constituye un juicio de certeza sino de verosimilitud.

      Precisamente los desarrollos procesales subsi- guientes tienen por objeto verificar si aquella conclu- sión provisoria fue acertada o no. Son dos esferas de actuación jurisdiccional independientes. El sobresei- miento finalmente decidido no implica necesariamente error en el dictado de la prisión preventiva. Ello sólo 

                                                 //////

//////implica que no se ha podido colectar elementos que permitieran hacer merito suficiente para producir acusación, y esto nada tiene que ver con la regularidad de lo actuado en el juicio de probabilidad y verosi- militud llevado a cabo en la instancia provisoria cautelar.

      VI)
Pero esa instalación no es la única que corresponde en autos o, por lo menos, no es la que sostiene la pretensión de la actora. En efecto, más allá de ciertas imprecisiones que pueden advertirse a este respecto en el escrito inicial, es lo cierto que el eje sobre el que se emplazó el reclamo lo constituyó el extensivo lapso que medió entre la prisión preven- tiva y la prueba de ADN que descartaba su participación en el hecho, y fundamentalmente entre ésta y la resolu- ción que lo sobreseyó.

      Quiere decir que se incorporó un elemento dife- rencial, consistente en que al celebrarse la mentada prueba pericial que arrojó como resultado que el actor no habría participado en los hechos investigados, no se justificaría la extensión tan prolongada de la prisión 

                                                 //////

//////preventiva.

      En tales condiciones, corresponde analizar concretamente si hay o no responsabilidad estatal por las circunstancias aludidas, excluyendo lo atingente a la regularidad del auto de prisión preventiva en los términos expuestos supra. Traduciendo en el tiempo este análisis, la eventual responsabilidad del Estado pro- vincial habrá de circunscribirse al lapso que se inicia el 4 de diciembre de 1998, fecha en que se hizo cono- cido en sede penal el resultado del peritaje, y culmina el
4 de agosto de 2000, en que obtuvo el actor la ex- carcelación.

      VII) Aclaro que ello es posible en mi opinión, toda vez que, en el propio precedente de la Corte Supre ma de la Nación citado por la jueza a-quo (“Balda”), luego de sentarse el principio general de que los actos judiciales no generan la responsabilidad del Estado por actividad lícita se deja a salvo que sí merecen repara- ción aquellos daños que son producto del ejercicio irregular del servicio. Asimismo, en “Rosa Carlos v. Estado Nacional” (1‑XI‑1999, “Jurisprudencia  Argenti- 

                                                 ///// 

//////na”, 2000‑III‑246), se señala igualmente que las sentencias y demás actos judiciales no pueden generar responsabilidad, en la medida en que no importen un error inexcusable o dolo en la prestación del servicio de justicia (voto de los doctores Moliné O’Connor, Boggiano y López, consid. 10).

      VIII) Ahora bien, en dicho marco, de todos modos el reclamo no puede prosperar.

      Para sostener esta afirmación me apoyo en las constancias de la causa penal traída como prueba:

      El 11 de abril de 1998, meritando las declara- ciones testimoniales rendidas por las victimas –fs. 142-, el reconocimiento en rueda de personas –fs. 78/ 79- y analizando los objetos secuestrados en el domi- cilio del hasta ese momento sospechoso Rojas, el juez criminal decidió convertir en prisión preventiva la detención que venía sufriendo; en virtud de suponerlo autor prima facie responsable del delito de violaciones reiteradas. Dispuso, entre otras medidas, estar a la espera del peritaje de ADN dispuesto el 23 de marzo (fs. 190/195 y 70).

                                                 /////

//////ii) La Cámara de Apelaciones y Garantías en lo penal resolvió, el 4 de diciembre de 1998, desestimar el habeas corpus presentado por la Defensa de Rojas –fundado en la incompatibilidad de las muestras de sangre obtenidas con el factor del imputado-, soste- niendo que la prisión preventiva decretada “se autoabastece y reúne con la provisoriedad propia de tal pronunciamiento, los requisitos de los arts.16 de la Constitución provincial, 146, 148, 157, 158, C.P.P. ley 11.192…”. También consideró prudente la realización de una ampliación pericial en orden a determinar si, por razones de deterioro de la muestra o de contaminación con sangre o saliva de la víctima podía darse lugar a confusión (fs. 231/234).

      iii) El mismo 4 de diciembre se recibió y agregó el peritaje realizado por la Dirección General de Asesorías Periciales del Poder Judicial (fs. 238/240). Concluyeron los biólogos actuantes que: Los resultados del Análisis de ADN indican que QUEDA EXCLUIDA la posibilidad de que las muestras pertenecientes a LUIS CLAUDIO ROJAS y MARIO NAZARENO ROJAS y las provenientes 

                                                 /////

//////de la fracción masculina extraída de la mácula de la prenda de la victima analizada tengan el mismo origen. Esto se fundamenta en las incompatibilidades encontradas en los marcadores genéticos analizados…” (el destacado aparece en el principal).

      iv) Entre el 17 de diciembre de 1998 y el 14 de abril de 1999, se suceden distintos actos procesales de instrucción, entre ellos la excusación del Dr. Colombo como juez competente y la remisión de la causa al Dr. Giles para continuar el trámite (ver fs. 240/241, 243, 245, 247).

      v) El mismo 14 de abril se dispuso la remisión de las actuaciones al Tribunal de Casación Penal, a reque- rimiento en los autos “Rojas, Mario Nazareno S/ Recurso de Casación”, causa nro. 66.676 (fs. 253). Tribunal que procedió a la devolución de las actuaciones el 14 de septiembre de 1999 (254).

      vi) Recibidas, el Juez de Transición nro. 2 Dtal. dispuso a fs. 255, el 22 de septiembre de 1999, recla- mar a los organismos pertinentes la realización de la prueba pendiente –antecedentes criminales del actor, //

                                                  /////

//////testimoniales y periciales-.

      vii) Pendiente aún las medidas dispuestas, y ante el requerimiento fiscal en ese sentido, el magistrado resolvió fundadamente el 8 de marzo de 2000 prorrogar la prisión preventiva de Mario Nazareno Rojas, por el plazo excepcional de un año. Para ello, consideró la gravedad y complejidad del ilícito que se le atribuía, las diversas y complejas pericias pendientes, la dificultad en lograr los testimonios oportunamente ordenados, como la imposibilidad en obtener hasta ese momento fichas dactilares del imputado que reuniera los requisitos técnicos exigidos por el Registro Nacional de Reincidencia (fs. 291). 

      viii) Esta resolución mereció la confirmación de la Cámara del Crimen Dtal. a través de la resolución del 23 de marzo de ese año (fs. 301 y declaración de fs. 316).

      ix) El 10 de abril de 2000, el Juez de Transición resuelve no hacer lugar a la aplicación del Sistema de Monitoreo Electrónico solicitado por el imputado a fs. 308. Estimó que, siendo la aplicación del sistema facul

                                                 /////

//////tativo para el juez, atendiendo el estado de la causa y la calificación de los hechos que se le atri- buían, y no dándose los supuestos del art. 159 de la ley 11.192 consideró que correspondía denegar el benefi cio solicitado (res. de fs. 310).

      x) Finalmente, en virtud del requerimiento de la defensora del imputado, y la opinión conteste del Minis terio Público Fiscal, a fs. 323 el Juez de Transición -subrogante- dispuso el sobreseimiento provisorio y la inmediata libertad de Rojas. El día 4 de agosto de 2000 se hizo efectiva la tan ansiada libertad del actor.

      IX.- Las constancias de la instrucción penal, par ticularmente el reconocimiento del imputado efectuado por una de las victimas de los hechos que se investi- gaban –fs. 142-, el también reconociendo en rueda de personas efectuado por otra victima -78/79-, extremos  considerados en el auto de prisión preventiva, las dificultades evidenciadas en el análisis de la prueba de ADN ordenada, extremo advertido por la Cámara crimi- nal, y la complejidad de los hechos investigados -que fueron evidenciadas por el juez interviniente a fs. //

                                                 /////

//////291-, revelan que tales actos procesales –y en definitiva el prolongado desarrollo de las actuaciones- se basaron en una apreciación razonable de los elemen- tos de juicio existentes hasta ese momento y en la aplicación de las normas procesales vigentes, que obstan en consecuencia al reclamo del actor.

      Sin olvidar la angustia que evidentemente ha padecido, lo cierto es que existieron indicios vehemen- tes que sustentaron la actuación de la justicia penal, quien en su afán de esclarecer los delitos denunciados procuró establecer el grado de participación del actor. Para lo cual debió consumar una serie de actos proce- sales que llevaron un derrotero extenso, pero que sin embargo se justifican en virtud –reitero- de la grave- dad y complejidad de los hechos investigados, y de la prueba a que debía realizarse. 

      En tal sentido, y en sintonía con la extensa tradición jurisprudencial en la materia –ya citados en los párrs. precedentes-, cabe afirmar que, en tanto la duración de la prisión preventiva puesta en crisis en-

                                                 /////

//////cuentra sustento lógico suficiente en las constan cias de la causa, no procede la pretensión de repara- ción esgrimida por el recurrente (art. 1112 del Cód. Civ.).

      Frente a la solución que se propicia, el trata- miento de las restantes cuestiones expresadas en el recurso deviene, en mi parecer, inoficioso.

      X.- Que, en consecuencia, en el sub-lite no se dan los requisitos que habilitarían la reparación civil pretendida, por lo que –si mi criterio es compartido- corresponde rechazar el recurso interpuesto, confirman- do la sentencia apelada, en lo que ha sido materia de agravio (arts. 242, 254, 260 y cctes. del CPCC). Debien do soportar el actor las costas por las tareas desarro- lladas en esta instancia, en atención al principio objetivo de la derrota (arts. 242 y 68 del CPCC).

      Con este alcance, voto por la afirmativa.

------LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS.------------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO 

                                                 /////

//////LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELA- CION.--------------------------------------------------

Dolores,             de noviembre de 2007.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se  confirma la sentencia apelada, en lo que ha sido mate- ria de agravio. Las costas se imponen al actor en su condición de vencido y se difiere la regulación de hono rarios profesionales para la oportunidad en que se establezcan los de la instancia de origen (arts. 242, 68 del CPCC, 31 y 51 de la ley 8904).

      Notifíquese y devuélvase.

